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PRESIDE: Señor Representante Enrique Pintado. 


MIEMBROS: Señores Representantes Washington Abdala, Silvana Charlone, Rubén Martínez Huelmo, 
Daniel Peña Fernández y Jaime Mario Trobo. 


DELEGADOS Señores Representantes Carlos Enciso Christiansen y Víctor Sempron. 

DE SECTOR: 

INVITADOS: Señor Víctor Rossi, Ministro de Transporte y Obras Públicas; ingeniero Luis Lazo, 
Subsecretario; y Capitán de Navío Carlos Aguiñaga. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, señor Víctor Rossi, al 
señor Subsecretario, ingeniero Luis Lazo, y al asesor, Capitán de Navío, Eduardo Aguiñaga. 


La iniciativa de invitar al señor Ministro fue del señor Diputado Peña Fernández, por lo que él va a exponer 
los argumentos por los cuales lo solicitó. 


SEÑOR PEÑA FERNÁNDEZ.- Nos motiva esta citación una resolución adoptada por la República 
Argentina vinculada a los dragados de los canales Martín García y Emilio Mitre. El boletín oficial 
argentino, de fecha 30 de agosto de 2006, publicó la Resolución N” 1534 del Ministerio de Planificación 
Federal, Inversión Pública y Servicios, por la cual la República Argentina aumenta la tarifa del peaje 
de la denominada Ruta Rosario al mar vía canal Emilio Mitre, además de llevar el dragado a 34 pies 
de profundidad. 


De acuerdo con las Notas Reversales firmadas entre la República Argentina y la República Oriental del 
Uruguay, todo cambio en los sistemas de navegación, ya sea en los valores de los peajes o en el orden 
jurídico técnico, debe pasar por la etapa previa en la Comisión Administradora del Río de la Plata. La 
representación de nuestro país advertía sobre la inminencia del aumento unilateral de estas tarifas, había 
recibido el proyecto de dragado, estaba estudiándolo e inclusive presentó presupuestos para su participación. 


A su vez, advirtió a su par argentino que tenía conocimiento del posible aumento, inquirió el monto y señaló 
que no podía ser resuelto unilateralmente porque necesitaba la aprobación de la Comisión. Inclusive, se tuvo 
conocimiento de que la delegación argentina advirtió al respecto a su Cancillería por escrito dando la razón a 
Uruguay. Como respuesta obtenemos el decreto argentino que actúa en forma unilateral, no responde a las 
advertencias de la delegación argentina y sigue recorriendo una vía inconsulta en lo que tiene que ver con sus 
obligaciones asumidas en la Comisión Administradora del Río de la Plata. 


En principio, la competitividad de los canales Martín García y Emilio Mitre, tanto en lo físico como en lo 
económico, es esencial para que el comercio del río Uruguay no termine privilegiando al lado argentino y 
nuestro litoral quede subordinado a los intereses de ese país. Si desde el punto de vista de los intereses 
argentinos puede ser lógico tratar de condicionar y anular la competencia del ingreso por el canal Martín 
García hacia Nueva Palmira, es claro que para Uruguay ese canal constituye la condición necesaria para que 
nuestros puertos tengan futuro. Sin embargo, nuestro país no ha logrado evitar que Argentina tome decisiones 
en materia de recaudación de peajes y profundidad de los canales Martín García y Emilio Mitre en forma 
inconsulta y unilateral, sin respetar las obligaciones asumidas tanto en el Tratado del Río de la Plata como en 
las Notas Reversales firmadas por ambos países. 


Estas decisiones afectan las condiciones de competitividad económica entre los canales Martín García y 
Emilio Mitre y arriesgan la viabilidad del proyecto nacional que postula al Uruguay como centro logístico 
regional. 


Hace un tiempo nos enteramos del dragado del canal Emilio Mitre a 36 pies, mientras que el del canal Martín 
García sigue demorando, aun existiendo una resolución en tal sentido. 


Además, en estos días, nos enteramos del aumento de un 36% de las tarifas de los peajes aplicables en el 
sistema de canales conocidos como Rosario al mar, incluyendo el canal Emilio Mitre. 


Esta modificación realizada con total prescindencia de la Comisión Administradora del Río de la Plata, y sin 
respetar las obligaciones de notificación previstas en el Tratado y en las Notas Reversales, muestra la 
dualidad con que se está manejando la República Argentina y es contradictoria, entre otras cosas, con los 
planteos realizados bilateral, regional e internacionalmente con relación a la construcción de las plantas de 
celulosa. Esto demuestra que Argentina no tiene problemas en incumplir la regla con que reclama con tanta 
vehemencia en el ámbito de la Comisión Administradora del Río Uruguay, lo cual nos ha llevado a la Corte 
Internacional de Justicia, alegando equivocadamente que Uruguay no la respetó. 


En lo que refiere a los peajes, es necesario mencionar que errores en las negociaciones y decisiones 
unilaterales argentinas han conducido a que el grueso de la recaudación que se cobra por la utilización de los 
canales se los lleve Argentina, en particular la empresa Hidrovía S.A., concesionaria para el sistema de 
canales argentinos, que tuvo a cargo el dragado y la licitación del proyecto Rosario al mar. El resultado ha 
sido un reparto para nada equitativo en la recaudación por concepto de peajes y un fuerte golpe a la 
viabilidad económica del canal Martín García, ya que lo que Uruguay recauda no es suficiente para cubrir los 
costos de mantenimiento de dicho canal. 


Además, el aumento del peaje se ha impuesto por la empresa concesionaria para financiar el dragado del 
canal Mitre a 36 pies, dragado realizado en forma inconsulta que afectará la competitividad del canal Martín 
García en forma insostenible, ya que los barcos navegarán en el primer canal a 36 pies y en el segundo a 30 
pies. ¿Qué armador elegirá un canal que permita entre seis mil y diez mil toneladas menos de carga pagando 
el mismo peaje, de cuya recaudación Uruguay recibirá una insignificancia, ya que el grueso se destina a la 
empresa argentina Hidrovía S.A.? 


Por tal motivo es que solicitamos la presencia del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas a esta 
Comisión, es decir, para que nos pueda orientar sobre cuál es la política que Uruguay está llevando adelante. 
Sabemos que el señor Ministro se ha mostrado interesado en este tema, ya que lo hemos visto preocupado 
públicamente. Creemos que esto es muy importante en el corto, mediano y largo plazo para los intereses y el 
desarrollo del país y para la posición que el Puerto de Nueva Palmira tiene para el desarrollo del Uruguay. 


En este momento simplemente queremos solicitar información acerca de lo que está haciendo el Ministerio. 
Sabemos que eso va de la mano de la política exterior y que también tendría que estar aquí el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, pero el objetivo de este Diputado es enterarse en profundidad de lo que está 


sucediendo y ver de qué manera podemos solucionar y defender los intereses del país con nuestros vecinos 
argentinos, con los que parece no terminar nunca los problemas, ya que lamentablemente todos los días nos 
enteramos de noticias distintas en contra de los uruguayos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es notorio que la responsabilidad de 
la conducción de las relaciones con Argentina y con otros países corresponde al Ministerio de 
Relaciones Exteriores y el caso planteado por el señor Diputado está en el marco de Comisiones 
bilaterales que funcionan a los efectos de la administración del Río de la Plata y que también son 
orientadas por esa Cartera. Es cierto que el tema es de todo el país, pero nosotros tenemos una 
particular preocupación por el avance o no de las necesidades que tiene el Uruguay de dar respuesta al 
tema de los canales, del dragado, de la navegación, tanto en el Río de la Plata como en la hidrovía, 
porque está estrechamente vinculado con las posibilidades de desarrollo, no solo del transporte fluvial 
y marítimo sino con la economía del país. 


En ese sentido, nos parece oportuno que tengamos la posibilidad de compartir nuestra visión acerca de cómo 
están planteadas las cosas, cuáles son los problemas que tenemos y, al mismo tiempo, procurar en un 
intercambio, que tiene que ser lo más amplio posible, sumar esfuerzos para que estos intereses del Uruguay 
sean defendidos del mejor modo posible. Estos intereses han sido afectados, postergados en algunos aspectos 
y desconocidos en otros, desde hace bastante tiempo. De esta manera se genera una situación que va 
abandonando uno de los principios, que procuró establecer el Tratado del Río de la Plata, que es la igualdad 
de posibilidades para el desarrollo de la navegación de los ríos, pero también para las posibilidades del 
desarrollo económico consecuente de los países. Por eso nosotros no excusamos el hecho de que 
compareciera la Cancillería a esta Comisión. La verdad es que existe una buena comunicación que se 
establece a través de las Comisiones. Nosotros tenemos un representante del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas trabajando en la Comisión Administradora del Río de la Plata, que es el Capitán Aguiñaga, y 
por eso hemos pedido que nos acompañara, junto con el ingeniero Lazo, que además es Presidente de la 
delegación uruguaya en la hidrovía de Bolivia a Nueva Palmira. 


Contamos con una especie de ayuda memoria que vamos a seguir a fin de dejar sentado en la versión 
taquigráfica, como una forma de documentación, un orden de puntos que se han venido sucediendo y que 
servirá a los señores Diputados para continuar trabajando en este tema, que seguramente requerirá nuevas 
instancias. 


La primera aclaración que quiero realizar es que, efectivamente, conocemos la modificación de los peajes en 
un 36% por parte del Gobierno argentino en forma unilateral. Esto ocurrió el 30 de agosto, y el 31 de ese mes 
fue enviada la protesta por parte de la Cancillería uruguaya, frente a esta decisión unilateral. 
Lamentablemente, esta es una expresión de lo que decíamos recién acerca de que en algunos casos se toman 
iniciativas -con o sin aviso previo- y en otros se posterga indefinidamente como, por ejemplo, las 
aspiraciones de la parte uruguaya, en similar sentido. 


A continuación, quiero hacer un repaso de los temas que a mí me parecen van a dar a la Comisión un material 
importante. 


En primer lugar, el canal Mitre tiene una profundidad que permite la navegación a 32 pies, mientras que el 
canal Martín García, según el Tratado, tiene una profundidad de 32 pies. Este giro semántico implica por la 
necesaria revancha bajo la quilla, una diferencia de profundidad a favor del canal Mitre de un mínimo de 2 
pies. Esta diferencia es mayor aún, ya que el canal Emilio Mitre refiere al O de Riachuelo, mientras que el 
Martín García refiere al 0 Wharton, que implica medio pie más de diferencia a favor del Mitre. 


Es común decir que la voluntad de quienes firmaron el Tratado era la equivalencia en cuanto a las 
posibilidades de calado, sin embargo, ya la redacción del Tratado expresó que los 32 pies no se aplican de 
igual manera en los dos casos. 


En segundo término, el valor de los peajes en las tres secciones de la vía Rosario al Mar trató de establecerse 
de manera que estuvieran relacionados al costo de construcción y mantenimiento real de cada una. Con ese 
criterio, a la sección 1-2, que es donde está el canal Martín García, le correspondería más del 40% del valor 
total del peaje de la vía Rosario al Mar. 


En algún momento anterior a las obras, se había acordado que le correspondía 29,41%, pero finalmente en los 
pliegos de licitación figuró un 17,06%; y eso así quedó. Cuando se estudie la recaudación y cómo se 
distribuye podremos analizar el enorme efecto que tiene y a dónde van a parar los recursos de las importantes 
recaudaciones que se realizan por la vía del peaje. 


Este cambio representa una disminución del 42% en las recaudaciones por peaje para el canal Martín García, 
incluso de más del 57% si se considera el porcentaje que realmente correspondía en la teoría, monto que debe 
ser compensado mediante aportes iguales a la CARP por parte de ambos países. Es decir, el mantenimiento 
del canal Martín García tiene un costo que no se logra cubrir con el porcentaje del cobro de peajes que está 
establecido, por lo que anualmente Uruguay y Argentina tienen que aportar partidas adicionales, con la 
diferencia de que, lo que se desvía de Martín García se va para otro lado que depende de Argentina, mientras 
que para nosotros solamente viene ese porcentaje menor establecido. 


En tercer lugar, por acuerdo de Notas Reversales entre las Cancillerías, del 10 de julio de 1994 se establece, 
entre otras cosas, que el 30% de la recaudación por peaje se destinará al Estado argentino, el que realizará y 
mantendrá el dragado y la señalización de los ríos Paraná Guazú y/o Paraná Bravo desde la desembocadura 
hasta el kilómetro 232 del Río Paraná, como también en los canales de navegación aguas abajo del kilómetro 
37 del Río de la Plata, en profundidades y anchos compatibles con los que se alcancen en el área de Martín 
García. Es decir que se estableció como parte del acuerdo que además de reducir el porcentaje que 
corresponde al canal que pasa por Martín García al lado uruguayo, se reserva un 30% destinado al dragado de 
una zona del Paraná, aunque según dicen los entendidos ahí no se draga, solo hay señalamiento porque esa 
zona no necesita dragado, no obstante se retiene la recaudación de ese 30%. 


En cuarto término, a partir del 1? de enero de 2003 el Gobierno argentino efectuó unilateralmente un aumento 
del 45% en las tarifas en la sección 1-2 de la vía Santa Fe al océano por el canal Emilio Mitre, incumpliendo 
la Nota Reversal de competitividad que exige la aprobación de dicho aumento por parte de la CARP. 


En quinto lugar, por nota de la delegación argentina ante la CARP, N* 993/05 de fecha 7 de marzo de 2005 y 
N* 998/05, se nos informa sobre el comienzo de las obras de profundización de la vía troncal Rosario al mar 
por el canal Emilio Mitre, en dos etapas, la primera hasta 34 pies para seguir inmediatamente a 36 pies. 


La delegación uruguaya pidió ampliación de la información, lo que se concretó recién en el mes de mayo del 
presente año. 


Las obras ya se están ejecutando, pese a que estamos dentro del plazo de 180 días que tiene la delegación 
uruguaya para expedirse, establecido en el artículo 18 del Tratado del Río de la Plata, lo que constituye una 
violación del Tratado, confirmando lo que decimos en cuanto a la ambigiiedad de los criterios. 


La desprolijidad de la presentación por parte de Argentina de dichas obras se debe a diferencias en la 
renegociación con la empresa Hidrovía S.A. que es la concesionaria. El proyecto siempre fue de 
profundización a 36 pies, mientras que la empresa propone dividirla en dos fases, una a 34 y la otra a 36, 
porque ya está profundizado a 34 pies y el haber culminado la primera etapa le representaría comenzar 
inmediatamente a cobrar un aumento en el peaje. 


Más allá de los mensajes contradictorios, lo concreto es que en poco tiempo se profundiza la vía troncal a 36 
pies, lo que aumentaría la falta de competitividad del canal Martín García. 


Desde el comienzo de la actividad de esta delegación uruguaya ante la CARP, se priorizó, que ante la 
finalización del contrato de dragado, mantenimiento y señalización del canal Martín García, con la empresa 
Riovía, el 19 de enero de 2007, primero, se debía acordar las dimensiones del nuevo canal, segundo, se debía 
impulsar la formulación de los pliegos de condiciones para la nueva licitación y, en su defecto, se debían 
realizar negociaciones directas con la empresa para la extensión del contrato integrando las nuevas obras. 


La delegación argentina fue dilatando las respuestas a nuestras propuestas aduciendo que no tenían directivas 
de la Cancillería, luego informaron que las directivas recibidas se circunscribían al llamado a licitación, para 
lo cual entendían que ya no había tiempo suficiente -porque el contrato vence el 19 de enero-, por ende debía 
prorrogarse en igualdad de condiciones para el futuro. 


En base a la insistencia de los esfuerzos realizados por la delegación uruguaya en el plenario de diciembre se 
logró acordar con la delegación argentina y se aprobó por par parte de la CARP, el informe 285/05 de la 
Subcomisión de canales de navegación del Río de la Plata que expresa en su parte medular: "que las 
dimensiones del canal Martín García deberán ser las que permitan condiciones de navegación equivalentes en 
todo momento a las de la vía navegable Rosario al mar por el canal Emilio Mitre. En consecuencia y de 
acuerdo con lo adelantado por la delegación argentina en relación con las obras en vías de ejecución en la 
citada vía Rosario al mar, las dimensiones deberán ser las que permitan la navegación de buques de 245 mts 
de eslora, 33 mts de manga y 36 pies de calado en condiciones adecuadas de seguridad y eficiencia".- 
También se expresa: "que cada delegación solicite a su gobierno autorización para solicitar una nueva 
concesión o renegociar con la actual firma concesionaria el contrato vigente". 


Esto se puede registrar como uno de los pocos avances que se logró en cuanto a la definición de las 
características del canal y la reafirmación de que este debía tener condiciones similares a las del canal Emilio 
Mitre. 


En la actualidad la situación es la siguiente: pese a los acuerdos con la delegación argentina, la misma está 
limitada por la posición de su Gobierno, que tiende a que se prorrogue el contrato con la empresa Riovía, por 
dos años en las condiciones actuales, es decir sin la imprescindible profundización del canal. 


En principio se había anunciado que Argentina pediría una prórroga de tres años pero lo que oficialmente se 
concretó fue el pedido de una prórroga por dos años. Se especula sobre si esta prórroga de dos años en el 
contrato vigente, incluye el tiempo de preparación de un nuevo pliego para la realización efectiva de la sobre 
profundización, o son dos años de prórroga para recién disponer el estudio de los pliegos correspondientes lo 
que podía por la vía de los hechos estar en los tres años anunciados inicialmente o inclusive superarlos. 


Esta situación perjudicaría el programa de desarrollo de los puertos uruguayos del Río Uruguay, 
especialmente al Puerto de Nueva Palmira que perdería competitividad como puerta de la hidrovía. 


Como se sabe, actualmente empieza a suceder que el canal de Martín García se utiliza para que los barcos 
vacíos pasen hacia el Paraná y hacia los puertos del litoral del Paraná y que los barcos cargados salgan 
directamente por el canal Mitre. Con esto el canal Martín García no solo no está en condiciones de poder dar 
las mismas condiciones de carga, lo que significa dinero, a los barcos que operan en nuestra costa, sino que 
se está transformando en un canal auxiliar porque facilita la navegación de salida por el canal Mitre; hacen un 
circuito redondo. Y como acá -aún no se ha dicho en esta descripción- partimos de la base de que el canal 
Mitre es de administración exclusiva de Argentina mientras que en el caso del canal Martín García tenemos 
una coadministración por la vía de los hechos, en realidad, quedan funcionales los canales con esta diferencia 
que se va profundizando a la estrategia que conviene a Argentina, y no defiende ni permite que se desarrollen 
los intereses uruguayos. 


Entonces, a los efectos de concretar nuestro objetivo de profundizar el canal Martín García a partir del 20 de 
enero de 2007 -el 19 vencería el contrato vigente con la empresa Riovía-, en el plenario de junio ingresamos 
a la CARP mencionando el artículo 17 del Tratado y la decisión de la delegación uruguaya de ejecutar la obra 
acordada en diciembre de 2005, según el informe 285/05. En el mismo plenario comunicamos que, ante la 
falta de instrucciones de la delegación argentina, la delegación uruguaya iba a comenzar conversaciones con 
la empresa Riovía, en el sentido de renegociar el contrato que -reitero- vence el 19 de enero de 2007. En el 
plenario de agosto, ante una respuesta incompleta de la delegación argentina, establecimos un cronograma, 
con plazo hasta el plenario de setiembre, para que nos contesten, en primer lugar, si Argentina está dispuesta 
a acompañar a Uruguay en la obra de acuerdo a la Nota presentada por la Delegación del Uruguay, y en 
segundo término, si Argentina está dispuesta a intentar una renegociación de contrato con RIOVÍA S.A. que 
incluya la profundización del canal a 36 pies. Se accede por parte de Uruguay a extender el presente contrato 
por dos años, donde se establezca un compromiso por parte de ambos Estados para llegar al canal que 
queremos dentro de ese plazo, o antes si fuera posible, ya sea mediante una renegociación o licitación. 


Es decir que el Gobierno uruguayo estableció definir con precisión si Argentina se comprometía a que 
cuando hablaba de la prórroga de dos años, efectivamente se trataba de la prórroga máxima para concretar la 
profundización porque sacando la cuenta de lo que lleva elaborar los pliegos y realizar las obras, eso podría 
significar una base de negociación. El problema es que al no tener definiciones tememos que eso sea una 
prórroga más para recién empezar a conversar, si acaso, después, lo que resulta inaceptable. Esto es lo que 
estamos permanentemente exigiendo y en las próximas instancias vamos a procurar profundizar. 


Voy a hacer referencia a las últimas resoluciones. La República Argentina -tal como planteó el señor 
Diputado- fijó a partir del 1* de setiembre el aumento del peaje para la concesión de la Vía Troncal de Santa 
Fe al Mar, utilizando el Canal Emilio Mitre, a US$ 2,25 para la navegación nacional. Dicho aumento 
incrementa el costo actual en un 36%. Esta es una resolución unilateral de la República Argentina que entra 
en contradicción con las notas reversales de junio de 1993 y de junio de 1994, tendientes a garantizar la 
efectiva competitividad del Canal Martín García frente a otras alternativas con el Canal Emilio Mitre. En esa 
resolución se hace referencia a la realización de estudios inherentes a los trabajos a realizar destinados a la 
profundización de la Vía Navegable Troncal. 


Todos estos temas son competencia de la Comisión Administradora del Río de la Plata, donde se están 
considerando. Están en los plazos de la consulta previa, por lo que se debió haber esperado el 
pronunciamiento de la delegación del Uruguay dentro de dicho plazo, que vence en el plenario ordinario de 
octubre de 2006, de acuerdo al artículo 18 del Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Aunque muy 
extensa y confusa, la resolución del aumento establece en uno de sus párrafos: "Que la ejecución de la obra 
de profundización de la Vía Navegable Troncal, tuvo por finalidad adecuar su capacidad, incorporando 
mejoras en la seguridad y navegabilidad provocando el incremento del tonelaje transportado (...)", lo que 
significa que la obra ya está por lo menos en ejecución, cuando aún se está considerando en la CARP, dentro 
de los plazos ya mencionados. 


Esta es la información que hasta el momento tenemos de la situación que, por cierto, nos lleva a plantearnos 
plazos muy perentorios para una decisión que lleve al Gobierno y a la delegación uruguaya a tomar una 
iniciativa. Además, esto empieza a imponernos la necesidad de analizar alternativas para el caso de que, 
efectivamente, se continúe con esta política de hechos consumados por un lado y de indefiniciones y 
postergaciones por el otro. 


Esta es la información que podemos compartir. En buena medida es un repaso de lo que la delegación 
uruguaya en la Comisión Administradora del Río de la Plata ha venido haciendo hasta el momento. 


SEÑOR PEÑA FERNÁNDEZ.- Constatando la gravedad de la situación, me gustaría que los 
integrantes de la Comisión dieran su visión. Queda bastante claro que hay violaciones concretas, 
seguidas y consecuentes al Tratado del Río de la Plata por parte de la República Argentina, lo que 
obviamente nos preocupa muchísimo. Además, hay acciones a seguir en la medida en que esto 
continúe. 


Concretamente, queremos saber cuáles son los pasos que el Ministerio está pensando seguir, de continuar 
constatando este tipo de irregularidades. Según la propia aclaración del Ministro, esta situación pasa no solo 
durante este Gobierno sino desde antes. Los plazos se van venciendo y la competencia es la competencia; los 
ingresos para el país son los importantes. 


Por tanto, me gustaría conocer la visión de quienes integran la Comisión y ver cuáles son las acciones a 
seguir, ya que los plazos corren y muy rápidamente. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE, COMUNICACIONES Y OBRAS PÚBLICAS.- 
Posteriormente voy a ceder la palabra al capitán Aguiñaga para que profundice en algún detalle, ya 
que tiene un conocimiento más técnico. 


En realidad, desde que se instrumenta la aplicación de la administración por parte de la CARP de los 
principios definidos en el Tratado, aparece la diferencia en cómo se definen los 32 pies para uno y otro canal. 
Ahí ya aparece una forma muy particular de lograr las equivalencias y equilibrios. Claramente, ahí ya hay 
una decisión que favorece levemente a Argentina. 


Posteriormente, como el dragado del canal se hacía en función del principio de que quien paga administra, el 
Gobierno argentino tenía la prerrogativa de decidir no solo sobre el Canal Mitre sino sobre buena parte de las 
obras de dragado que hacían al mantenimiento del acceso a esa zona. A partir de eso -inclusive después de 
que Argentina dejó de subsidiar y la responsabilidad del pago pasó enteramente a lo que se recaudaba por el 
uso del canal, la delegación argentina fue haciendo, decidiendo y poniendo en práctica como parte de su 
potestad de administración. Entonces, en lo que tiene que ver con la decisión de profundizar el canal, se 
estaba rompiendo un equilibrio, que era uno de los principios del Tratado. Hizo la comunicación; la respuesta 


está todavía en trámite y hay elementos -como se señalaban en esta descripción- que nos permiten afirmar 
que ya hay obras concretadas y todo sigue adelante. 


Por otro lado, un poco por la coadministración del Canal Martín García, y otro poco porque la forma como se 
distribuyen los recursos del financiamiento del canal dejan saldos muy exiguos para el lado uruguayo, se 
postergó indefinidamente la decisión de profundizar el Canal Martín García. ¿Por qué? Porque mantener este 
canal le cuesta dinero al Uruguay, y si tenemos que profundizarlo por cuenta nuestra, aparte de superar los 
problemas de relaciones bilaterales, iba a exigir un desembolso y un esfuerzo muy importantes para el país. 
En los hechos, ellos tienen una bicicleta más rápida que la que tenemos de este lado. 


Desde el principio nosotros hemos manejado esto con preocupación y nuestra delegación en la Comisión ha 
tomado una actitud activa, procurando exigir definiciones para llegar a conclusiones lo más rápidamente 
posible en una carrera contrarreloj en lo que tiene que ver con los propios plazos que están venciendo. 


Pero no podemos perder de vista que toda esta temática, aparte de los aspectos comerciales y de alguna 
manera estratégicos, tiene un componente vinculado con las relaciones con un país vecino, y no con cualquier 
país vecino ni en cualquier circunstancia. Por lo tanto, la definición de esto debe contar con la opinión de la 
Cancillería del país, del Gobierno del país. Por razones que tienen que ver con el desarrollo de la navegación 
y con los intereses comerciales del país, nosotros somos partidarios de seguir empujando, de seguir exigiendo 
definiciones y de procurar que estas inequidades se salven lo más rápidamente posible. Pero es una decisión 
que no puede tomar solo el Ministro de Transporte y Obras Públicas ni el delegado del Ministerio en la 
CARP; yo diría que es una decisión que deben tomar, en última instancia, el Gobierno uruguayo con la 
Cancillería, pero que debe estar respaldada por el conjunto de la sociedad y de las expresiones del país 
porque este es un problema nacional. Podemos tener interpretaciones de matices y de oportunidad, pero no 
tenemos diferencias en cuanto a cuáles son los objetivos perseguidos. 


SEÑOR AGUIÑAGA.- Es poco lo que puedo aportar porque el señor Ministro ha seguido el proceso de 
la Comisión Administradora del Río de la Plata palmo a palmo. 


Desde una óptica diferente, desde la Comisión, donde existe una relación diplomática y personal muy buena, 
como acontece en este tipo de hechos, a veces negociando en inferioridad de condiciones no es fácil obtener 
los objetivos. Desde que se comienza a aplicar el Tratado del Río de la Plata -pienso que fue una herida grave 
para los argentinos que Uruguay hubiera logrado prácticamente todos sus objetivos, tirando abajo las teorías 
de Zeballos de costas secas, etcétera-, una política un poco invasiva, en el buen sentido diplomático 
argentino, ha querido recuperar terrenos perdidos. Eso lo lograron casi en todos los canales que ellos 
construyeron y administraron. El que construye el canal lo administra y quien lo administra lo reglamenta; 
sin lugar a dudas, aparte de los peajes aparece todo ese aspecto reglamentario. 


Pero ese sistema, que venía en forma ascendente, nuevamente tiene un traspié cuando Uruguay participa en la 
construcción del Martín García, lo cual también nos da el derecho a la administración, a la reglamentación y 
a la cooperación entre los países. En ese momento comienza un nuevo sistema desde adentro, donde los 
derechos del Martín García se empiezan a pelear dentro de la Comisión Administradora del Río de la Plata. 


En principio, cuando se firma el pliego de condiciones ya nos deja en inferioridad de condiciones por 
profundidad. Uno piensa que la profundidad de un canal solo se fundamenta en razones de seguridad: para 
que los barcos no tengan accidentes. Hoy por hoy, sabemos que también es un problema económico: un pie 
significa más o menos 1.500 toneladas; si multiplicamos eso por cuatro o por seis, nos daremos cuenta de 
que, a razón de US$ 5 la tonelada, hay diferencias -las tenemos calculadas- de casi US$ 200.000 por buque 
en un viaje redondo, ida y vuelta, desde estas zonas a Europa. Entonces, nos damos cuenta de que cuando 
empiezan a afectar estos valores económicos comienzan a jugar otras condicionantes. También se perdió con 
el aumento del 45%, a partir del decreto del año 2002, que entró en vigencia en el año 2003. Uruguay entra 
en esta nueva Comisión tratando de recuperar los espacios perdidos y de no perder más. 


La lucha es dura. La estamos llevando palmo a palmo; se nos van los tiempos; las dilatorias son importantes. 
Seguimos con la fuerza y la esperanza de lograr la profundización de la igualdad de condiciones. Este tipo de 
hechos como el aumento en forma unilateral nos sorprende tanto como a ustedes. El Canciller de la 
República ha dado su apoyo en todo el proyecto y en todos los tramos, que va siguiendo paso a paso. Una vez 
informado de este acontecimiento, automáticamente presentó una protesta formal. 


Esa es la condición en que estamos hoy. Seguimos trabajando y no damos por perdida la batalla. Tenemos la 
mejor esperanza de lograr nuestros objetivos. 


SEÑOR PEÑA FERNÁNDEZ.- Obviamente, queda un montón de cosas en el tintero. Los dichos de 
quienes nos acompañan marcan la gravedad del problema en el que Uruguay nuevamente abre otro 
frente, que ya venía abierto, pero hoy nos queda clara la seriedad de la situación. 


De mi parte les agradezco la presencia. Quedamos con el compromiso de tratar profundamente el tema en 
esta Comisión. En lo personal, es un tema que vamos a seguir muy de cerca. Seguramente convocaremos a 
quien corresponda de la Cancillería para ver cuáles son los pasos a seguir y para ver de qué manera, entre 
todos, podemos ir ayudando a solucionar este problema que, como todos los que hemos encarado con 
Argentina, debemos enfrentar como Estado. Por lo menos, esta Comisión parlamentaria debe estar enterada 
de primera mano de lo que está sucediendo en un problema que, como dijo nuestro representante en la 
Comisión, es muy fuerte y muy delicado para el Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos profundamente la presencia del señor Ministro y de su equipo. 


Yo me quedo con una sugerencia que usted hacía y que me parece relevante. A propósito de la situación 
generada a partir de la construcción de las plantas de celulosa el señor Ministro Arana hablaba de la fuerza de 
la razón y no de la razón de la fuerza; yo digo que, primero, esta es una convicción y, segundo, que es una 
cuestión de la lógica de nuestra situación desde todo punto de vista. 


Me parece muy bien la invitación que usted hacía, amén de las acciones que deberá tomar el Gobierno 
uruguayo, que deben ser básicamente oportunas y deben contar con el concierto de la sociedad y de sus 
organizaciones representativas. En este tipo de casos no alcanza con tener razones; a veces, la oportunidad 
puede ayudar o complicar más las cosas, más allá de la actuación de la Cancillería, enviando la nota de 
protesta, que es lógico. La solución definitiva del problema depende de varios factores: del contexto en que 
estamos y de cuánta agua o gasoil queramos echar al asunto. Entonces, si bien es cierto que estas son 
cuestiones que nos afectan económicamente, también lo es que profundizar algunos aspectos complejos 
puede terminar siendo más perjudicial. Hay cuestiones de plazo; nos tendremos que manejar con la mayor 
inteligencia posible y con la mayor unidad entre los orientales posible. Creo que ese es nuestro principal 
patrimonio a preservar. 


Agradezco al señor Diputado Peña Fernández que no haya querido hacer de este asunto tan importante un 
hecho político partidario; aunque eso sería legítimo, no quiero corregir a nadie, pero me parece que lo encaró 
con vocación nacional. Me parece que este es el rumbo que el Ministro recogía y nos planteaba que tenemos 
que seguir. Me parece que hay que recorrer otras instancias a nivel de los liderazgos de los partidos que nos 
permitan que la posición uruguaya sea la mejor pensada, elegido el momento y la oportunidad con el mínimo 
margen de error posible y, como decía al principio, con el respaldo de todos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Quedamos a las órdenes. El 
Presidente resumió bien nuestras preocupaciones y la responsabilidad que sentimos para manejar un 
tema de tanta importancia. Debemos reconocer que, aunque muy acotados en el tiempo, escuchamos 
los planteos y nos sentimos en la misma búsqueda, en la misma sintonía. Tal vez en los próximos días 
debamos -porque hay fechas que se cumplen, porque hay definiciones que tomar- profundizar y tomar 
decisiones que necesiten de la participación y respaldo más amplios posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


